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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA
Pereira, veinte de agosto de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Acta N° 400.
Procede la Sala a resolver la impugnación que el doctor John Jairo Giraldo Gutiérrez, en su calidad de Defensor Público, interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el seis de julio pasado, en esta acción de tutela que promovió a favor de Diana Marcela Ortiz Álvarez, quien coadyuvó la solicitud, en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, “Reclusión de Mujeres de Pereira representado legalmente por la doctora” Luz Marina Duque Miranda.

ANTECEDENTES

Los hechos que dieron pábulo a la solicitud de amparo consisten en que a la fecha de la presentación de la demanda, no le había sido practicado a la accionante un ‘tac cerebral’ ordenado por la médica de la cárcel; no había sido contestado un derecho de petición en el que el abogado Giraldo Gutiérrez solicitó información sobre las gestiones realizadas “a favor de la interna” y que a la señora Ortiz Álvarez no se le estaba suministrando algún medicamento. En consecuencia, solicitó ordenar a la demandada practicar el ‘tac cerebral’ requerido y la entrega del “medicamento prescrito por el médico’.
La demanda se admitió el 23 de junio último mediante auto en que se corrió traslado a la accionada, que por intermedio de su representante, doctora Luz Marina Duque Miranda, expuso detalladamente las valoraciones médicas que ha tenido la interna desde el momento de su ingreso al establecimiento penitenciario; en cuanto al ‘tac cerebral’ dijo que estaba programado para el 1 de julio; que mediante oficio N° 541 de 10 de junio informó “al Doctor Jhon (sic) Jairo Giraldo que la paciente fue valorada por el neurólogo por el mismo dolor de cabeza quien solo realizo (sic) infiltraciones y no solicito (sic) ningún estudio complementario. Que la realización del TAC CEREBRAL se encuentra en trámite” y que a la demandante se “le ha continuado formulando medicamentos para el dolor… Además… que el especialista neurocirujano solamente le formulo (sic) Hidrocixina… para inducir al sueño”, por tanto, considera no haber vulnerado el derecho fundamental enunciado en el libelo.
Mediante sentencia dictada en la fecha referida, el a-quo luego de considerar que “la valoración ya fue realizada (5 de abril de 2009) y, el Tac Cerebral se encuentra programado para el el (sic) 1° de julio del mismo año, o sea, que en estos momentos ya se debe haber practicado, razones por las cuales la presente acción es inane, pues carece de objeto de hecho y de derecho” decidió negarla.
En término impugnó el doctor Giraldo Gutiérrez quien admite que en cuanto al derecho de petición y la práctica del examen médico se está ante un hecho superado, pero alega que a la accionante no le han sido entregados los medicamentos que requiere para su enfermedad. En consecuencia, pidió revocar el fallo de tutela y en su lugar ordenar a la accionada “suministrarle la totalidad de los medicamentos prescritos por el médico”. 

 CONSIDERACIONES
Ha establecido la H. Corte Constitucional la existencia de una relación especial de sujeción entre las autoridades penitenciarias y las personas privadas de la libertad.
 Y aunque admite que a los individuos en estas circunstancias se les limiten algunos de sus derechos, es enfática en el hecho de que no pueden desconocérseles, por ejemplo, el de la vida, la dignidad, la salud y seguridad social, entre otros. En ese sentido, en la sentencia ST- 936 de 2006 dijo:

“…Correlativamente, el Estado debe garantizarle a los internos el pleno ejercicio de los derechos fundamentales que no han sido suspendidos, y parcialmente el disfrute de aquellos que les han sido restringidos. De allí que, el Estado deba abstenerse de realizar determinados comportamientos que vulneren el ejercicio de un derecho fundamental, en tanto que frente a otros, se encuentra ante el deber de adoptar determinadas medidas concretas a favor de los reclusos.  

“En este sentido, dado que la persona recluida sigue siendo titular de otros derechos cuya garantía o satisfacción no puede procurarse por si misma, justamente por su estado de reclusión, surge en cabeza de la administración, el deber de satisfacer o proteger tales derechos. De tal forma, una de las obligaciones que necesariamente debe asumir el Estado a fin de garantizar los derechos fundamentales de los internos, es la de procurarles las condiciones mínimas de una existencia digna. 

“En efecto, si la administración no satisface las necesidades vitales mínimas de la persona privada de libertad, a través de la alimentación, la habitación, el suministro de útiles de aseo, la prestación de servicio de sanidad, etc., quien se halle internado en un centro de reclusión, justamente por su especial circunstancia, está en imposibilidad de procurarse en forma autónoma tales beneficios.

“Es por ello que, una actuación deficiente o irresponsable en esta materia, podría ocasionar un sufrimiento intolerable a la luz del Estado Social de Derecho. En este sentido, no sobra recordar que la pena impuesta a una persona no puede, de ninguna manera, comprometer aquellos derechos fundamentales a los cuales aquella es acreedora en forma plena, tales como la vida, la integridad personal, la dignidad o la salud, derechos que, justamente, se garantizan procurando la satisfacción de las necesidades mínimas del interno…”
. (negrillas de la Sala)
Descendiendo al caso concreto, y ya establecida la obligación que tiene el Estado de procurar el buen estado de salud de los reclusos, para comenzar el estudio de la sentencia impugnada habrá de precisarse sobre lo inadecuado que fue haber considerado en primera instancia que “como el Tac Cerebral se encuentra programado para el el (sic) 1° de julio” de 2009 y la sentencia fue proferida el día 6 de ese mes, ya debía haber sido practicado, pues al respecto y para disponer que en lo que a ese punto se refiere, había una carencia actual de objeto por hecho superado, debió confirmarse la efectiva realización del examen médico y no partir de meras suposiciones. Asimismo, se observa que aun cuando en el expediente obraba prueba de que al abogado Giraldo Gutiérrez se le había dado respuesta al derecho de petición por él elevado ante la accionada, ya que esa fue una de las alegaciones de la demanda, debió haberse considerado lo pertinente en la sentencia y al respecto nada se dijo.  Desatinos que de todas formas, en nada afectan el curso de esta acción de tutela por motivo de que en cuanto al citado derecho de petición, el mismo abogado en el recurso admitió haber recibido su respuesta y esta Sala confirmó la efectiva realización del ‘tac cerebral’ ordenado a la paciente en la fecha indicada por la institución demandada
.

Ahora, y para satisfacer los concretos términos de la impugnación debe establecerse si en verdad procede la intervención del juez constitucional por motivo de que a la demandante no se le ha hecho entrega de los medicamentos que le ha prescrito el médico para el manejo de su enfermedad. Al respecto, en cuanto a esa alegación se dijo por la demandada que “a la señora ORTIZ ÁLVAREZ se le ha (sic) continuado formulando medicamentos para el dolor como acetaminofen, antiflamatorios (sic) y amitriptilina, Acido Valproico (sic), Difenhidramina (sic), trazodone. Además de tener en cuenta que el especialista neurocirujano solamente le formulo (sic) Hidrocixina médicamente (sic) antihistamínico que en esta paciente se usa solo para inducir al sueño, no formulo (sic) ningún otro tipo de analgésico, ni medicamento profiláctico para migraña”. Información que el Tribunal verificó con la médica tratante de la señora Ortiz Álvarez en el establecimiento penitenciario, doctora Clara Gómez Méndez, quien afirmó que efectivamente a la interna se le venían formulando una serie de medicamentos para el dolor de cabeza, pero, que una vez conocido el resultado del ‘tac cerebral’ y determinado su perfecto estado de salud, únicamente le ha recetado ‘difenhidramina’, con el fin exclusivo de tratar un trastorno del sueño que padece, droga que ella misma ha entregado en cantidad de 60 pastas mensuales para ser tomadas 2 diarias, y que la última dosis le fue suministrada el 14 de agosto pasado. Así las cosas, y como pudo establecerse que la actuación de la entidad accionada con respecto al tratamiento médico que requiere Diana Marcela Ortiz Álvarez se ha ajustado a los derroteros establecidos por la  médica que la trata, procede respaldar la sentencia impugnada. 
DECISIÓN

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 6 de julio de 2009.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
� Sentenia ST-596 de 1992. M.P. Doctor : Ciro Angarita Baron.


� Magistrada ponente, doctora: Clara Inés Vargas Hernández.


� F. 4, C.2.
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